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RESPUESTAS DEL MECANISMO NACIONAL INDEPENDIENTE ENCARGADO DE PROMOVER, PROTEGER Y SUPERVISAR LA APLICACIÓN DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE PERÚ, RESPECTO DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD QUE ESTÁN ENVEJECIENDO Y LAS PERSONAS MAYORES QUE ADQUIEREN UNA DISCAPACIDAD
1. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas vigente en su país para garantizar la realización de los derechos de las personas mayores con discapacidad, incluidas las personas con discapacidad que están envejeciendo y las personas mayores que adquieren una discapacidad:

Aproximadamente el 10.4% de la población peruana son personas adultas mayores;  mientras que el 45% de personas que tienen discapacidad son adultos mayores
, sin embargo, las políticas nacionales que aborden de manera integral las necesidades de los adultos mayores son escasas. El Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-2021, ha considerado a las personas adultas mayores como uno de los grupos en situación de especial protección planteándose 7 acciones estratégicas con 15 indicadores  que incluyen aspectos como cobertura gratuita de salud, empleabilidad, accesibilidad e incorporación a programas sociales. 

Adicionalmente, algunas políticas sectoriales incluyen lineamientos específicos para personas adultas mayores como la Política Nacional de Desarrollo e Inclusión Social PNDIS al 2030 el cual contiene dentro de sus objetivos prioritarios: asegurar pensiones y beneficios sociales para las personas adultas mayores y las personas con discapacidad. 

Como marco normativo tenemos la Ley N° 30490 – Ley de la Persona Adulta Mayor, que reconoce el derecho a una vida digna, plena, independiente, autónoma y saludable, así también, a brindar su consentimiento previo e informado en todos los aspectos de su vida. La Ley en mención ha sido reglamentada mediante Decreto Supremo N° 007-2018- MIMP.

Así también tenemos, la Ley N° 30795 – Ley para la prevención y tratamiento de la enfermedad del Alzheimer y otras demencias, la cual tiene como objeto  establecer un marco legal para la protección integral del paciente con enfermedad de Alzheimer y otras demencias. Para este efecto, la ley considera medidas para la prevención, evaluación, diagnóstico y promoción de un sistema de atención integral de salud, servicios sociales e investigación básica, que permita afrontar el tratamiento de las personas que padecen estas enfermedades. Esta ley ha sido reglamentada mediante Decreto Supremo N° 030 – 2018 – SA.

Con relación a las políticas para las personas que están envejeciendo o personas adultas mayores que adquieren una discapacidad, como consecuencia del proceso degenerativo del ciclo de la vida, podemos mencionar que en general las políticas nacionales, carecen de un enfoque intergeneracional, entendido como el enfoque que dirige la atención y la capacidad institucional hacia los problemas sociales con miras al fortalecimiento de los procesos de desarrollo humano.
 Es frecuente también, que muchos documentos de políticas sectoriales invocan el enfoque etario e intergeneracional sin embargo los objetivos o indicadores no reflejan medidas específicas para atender las necesidades de esta población o que generen un impacto positivo real.

En este contexto, algunos derechos han sido reconocidos en determinados cuerpos normativos.
Con relación al derecho al reconocimiento de la capacidad jurídica de las personas adultas mayores, el Decreto Legislativo N° 1384 que reconoce y regula la capacidad jurídica de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones establece que toda persona tiene capacidad jurídica para el goce y ejercicio de sus derechos. En ese sentido, la persona adulta mayor tiene plena capacidad de ejercicio, en igualdad de condiciones y en todos los aspectos de la vida, independientemente de si usa o requiere de ajustes razonables o apoyos para la manifestación de su voluntad. Sin embargo, este nuevo marco legal, donde el Mecanismo de Discapacidad ha participado, establece desafíos para el Poder Judicial que ha realizado una adecuación procesal
 a estas nuevas instituciones jurídicas, para garantizar además una transición adecuada a este nuevo sistema,  los procesos de interdicción en trámite a nivel nacional. 

Asimismo, de acuerdo al artículo 4º del Decreto Legislativo Nº 1310, que promueve la inclusión de las personas con discapacidad, las personas adultas mayores pueden designar apoyos para el cobro de pensiones, devolución de aportes económicos, o subvenciones de programas nacionales de asistencia no retributiva.  

Con relación al derecho a la protección social, la Ley Nº 29973, Ley general de la persona con discapacidad (LGPD), establece la creación de un programa de pensión no contributiva (CONTIGO) para las personas con discapacidad severa que se encuentran en situación de pobreza y que no reciben ingreso o pensión que provenga del ámbito público o privado. Dicho programa comenzó a implementarse el año 2015. Dicha norma establece además la jubilación anticipada para personas con discapacidad que cumplan con los requisitos establecidos en el reglamento de la ley.
 Asimismo, se señala que las personas son beneficiarias de los programas sociales, salud, alimentación, vestido y vivienda adecuada que brinda el Estado. 

Adicionalmente, el Decreto Legislativo  N° 1411 que regula las Sociedades de Beneficencia, incluye entre sus funciones el prestar servicios de protección social a personas adultas mayores en situación de riesgo o de vulnerabilidad. 

En materia de accesibilidad, tenemos Ley N° 28735 que regula la atención de los pasajeros adultos mayores (entre otros grupos vulnerables) en los aeropuertos, aeródromos, terminales terrestres, ferroviarios, marítimos y fluviales y estaciones de ruta, aeronaves, vehículos de transporte terrestre y ferrocarriles. Dicha ley garantiza el derecho a desenvolverse con el mayor grado de autonomía e independencia posible, así como a la seguridad en su traslado y movilización. 

Similar a ella, tenemos la Ley N° 28683 que dispone la atención preferente en los lugares de atención al público a las mujeres embarazadas, las niñas, niños, las personas adultas mayores y con discapacidad. Norma que se encuentra extendida tanto en servicios públicos como en privados.

Con relación al derecho a la seguridad, el Decreto Legislativo N° 1428, reglamentado mediante Decreto Supremo N° 003-2019 IN, desarrolla medidas para la atención de casos de desaparición de personas en situación de vulnerabilidad, entre ellas, las personas adultas mayores. Sin embargo, debemos precisar que subsisten deficiencias en su implementación debido a la carencia de sistemas informáticos adecuados, así como de presupuesto. Dicha  situación genera que los familiares sean quienes dirigen el proceso de búsqueda de sus familiares adultos mayores con discapacidad desaparecidos. El mecanismo
 a consecuencia de la muerte de un niño con discapacidad, solicitó al Vice Ministro del Interior la implementación a la brevedad posible de los sistemas de interconexión para la atención oportuna de este tipo de casos. 

2. Sírvanse proporcionar información sobre la discriminación contra las personas mayores con discapacidad en la legislación y en la práctica:

Teniendo en cuenta  los criterios establecidos en la Observación General N° 06
   sobre la igualdad y la no discriminación podemos señalar que, en el Perú, la discriminación directa por motivo de edad o discapacidad se encuentra tipificada como delito de discriminación
, también constituye una agravante en cualquier delito cuando es cometido con el móvil de discriminación
 o cuando la víctima presenta cualquier condición de vulnerabilidad.

Asimismo, la discriminación en la relación del consumo
 se sanciona en el ámbito administrativo a través del Instituto de Defensa y Protección de la Competencia (Indecopi). 

Por otro lado, la discriminación indirecta hacia las personas adultas mayores y adultas mayores con discapacidad, es la más difundida en diversos aspectos de la vida, como en la accesibilidad, salud, trabajo y participación. 

En materia de accesibilidad existen bajos estándares en la infraestructura, transporte, comunicación e información dentro del país; mientras, que en el ámbito laboral las personas adultas mayores representan el 56,1% de la Población Económicamente Activa, (lo cual afecta principalmente a las mujeres: 68,5%  con relación al 44,7% de los hombres)
. En el Perú existe la tendencia a reemplazar a las personas adultas mayores de sus puestos de trabajo a favor de la mano de obra joven, de ese modo, se les coloca en una situación de desempleo y con una pensión radicalmente menor a su sueldo e insuficiente para vivir de manera digna.

Por otro lado, el 14,9% de la población adulta mayor no cuenta con un nivel educativo o solo tiene nivel inicial, lo cual afecta principalmente a las mujeres adultas mayores con el 24,1%  sin nivel alguno de educación.  El 17,2% de la población de 60 y más años de edad no sabe leer ni escribir, condición nuevamente más elevada en las mujeres con el 27,3%. En el área rural, el 37,3% de la población adulta mayor es analfabeta, porcentaje superior en las mujeres adultas mayores con el 57,4%. El promedio nacional es de 5.9%
.

La particular situación de exclusión de las personas adultas mayores se agrava en las mujeres y en aquellos que viven en zonas rurales, lo cual se pone en evidencia en el acceso a los servicios públicos. Situación expuesta en el Informe Técnico Situación de la Población Adulta Mayor de octubre a diciembre de 2018 del Instituto Nacional de Estadística e Informática que describe las características socio económica de la población adulta mayor de la siguiente manera: 

· De los hogares que tienen como jefe de hogar a una persona adulta  mayor, el 94,3% reside en una vivienda que cuenta con energía eléctrica, principalmente en el área urbana en el 98,8% de hogares; mientras que en el área rural es el 80,4%. Situación que difiere del promedio nacional de hogares que alcanza 94,4%.

· Del total de hogares que tiene como jefe de hogar a una persona adulta mayor, el 49,1% reside en una vivienda que usa gas para cocinar, en el área urbana representa 62,5% de hogares, mientras que, en el área rural sólo el 8,8% lo utiliza. El promedio nacional es del 76.3%.

· De los hogares que tienen como jefe de hogar a una persona adulta mayor el 82,1% cuenta con algún miembro que tiene teléfono celular, siendo el 87,4% del área urbana  y 66,3% en el área rural.  Mientras que el promedio de hogares en el país que utiliza celular es del 90.6 % de hogares.

· De la población adulta mayor solo el 20,2% hace uso de Internet de los cuales el 24,8% son varones, y el 15,9% mujeres. Mientras que el promedio nacional es del 51%.
 

En cuando, a la discriminación por denegación de ajustes razonables, la Ley Nº 29973, LGPD, sanciona a la denegación de ajustes razonables como una forma de discriminación
 lo cual ha sido ratificado en el ámbito laboral;
 no obstante, subsiste el desconocimiento sobre el derecho a solicitarlas o el procedimiento para hacerlo. En este contexto, debemos mencionar además que el Estado ha tenido iniciativas destinadas a garantizar ajustes razonables de los familiares y cuidadores
 de las personas adultas mayores con discapacidad, los cuales se encuentran en proceso de implementación.  

Con relación al “acoso” como una forma de discriminación, en el Perú subsisten perjuicios y estigmas para las personas con discapacidad, en particular de aquellos que presentan discapacidad psicosocial, intelectual y discapacidad percibida. La subsistencia de este tipo de situaciones se evidencia en la modificación del Código Civil
 que reconoce la capacidad jurídica para todas las personas con discapacidad, sin embargo, se sigue reservando la figura jurídica de la interdicción para los “ebrios habituales” y “toxicómanos”. 

En materia de capacidad jurídica, se reconoce ahora la capacidad de las personas adultas mayores con discapacidad a tomar sus propias decisiones con el auxilio de apoyos designados libremente cuando lo requieran; sin embargo, debemos precisar que el sistema de apoyos es nuevo en el contexto peruano y existe el riesgo de prolongar la figura de sustitución de la voluntad.   

3. Sírvanse proporcionar información y datos estadísticos (incluidas encuestas, censos, datos administrativos, publicaciones, informes y estudios) relacionados con la realización de los derechos de las personas mayores con discapacidad en general, así como con particular énfasis en las siguientes áreas:

· Ejercicio de la capacidad jurídica.

De acuerdo a los resultados de los Censos Nacionales 2017: XII de población, VII de Vivienda y III de Comunidades Indígenas, en el Perú hay 3 millones 51 mil 612 personas con discapacidad, cifra que representa el 10,4% del total de la población del país. De éstos, el 4,2% tienen dificultades para entender o aprender. Por otro lado, la Superintendencia Nacional de Registros Públicos registra más de 10 mil personas con interdicción civil y curador. Por el momento no hay registro de personas de apoyos.
· Procedimientos de admisión a servicios sociales o de salud, incluida la admisión involuntaria;

La investigación llevada a cabo por la Pontificia Universidad Católica del Perú, afirma que los servicios médicos especializados son insuficientes y que el personal de salud no está preparado para atender a esta población y no apuntan a las necesidades de la población objetivo; respecto a la los servicios en las Casas del Adulto Mayor se encuentra centralizados, mientras que los centros de atención residencial, en particular, se caracterizan por su carácter informal y su tendencia a la privatización.

· Personas mayores con discapacidad que viven en instituciones;

En el 2016 la Defensoría del Pueblo llevó a cabo una supervisión a 17 centros de atención residencial a cargo de las Sociedades de Beneficencias Públicas a nivel nacional, verificando la presencia de 864 personas adultas mayores  institucionalizadas, 494 varones y 370 mujeres. Los servicios brindados se limitan a alimentación, atención básica de salud y cuidado. 

Por otro lado, en el año 2018 el Mecanismo llevó a cabo una supervisión a los servicios de salud mental a nivel nacional, de los cuales, se identificaron  7 establecimientos de salud mental con servicios de larga estancia a cargo del Ministerio de salud, gobiernos regionales y las sociedades de beneficencia pública, encontrándose 236 personas adultas mayores institucionalizadas.   
· Acceso a apoyo para vivir de manera independiente en la comunidad;

No se cuenta con información.

· Acceso a atención médica gratuita o asequible;

De las cifras estimadas por el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) en su Informe Técnico “Situación de la Población Adulta Mayor” N° 1 Marzo de 2019, el 83.8% de la población adulta mayor femenina y el 72.2% masculina presentó algún problema de salud crónico; asimismo durante el cuarto trimestre de 2018 el 73% de personas adultas mayores que presentaba algún problema de salud no acudió a un establecimiento de salud porque le quedaba lejos, o no le generaba confianza o se demoraban en la atención. En este contexto, debemos mencionar que del total de la población adulta mayor,  el 81,7% tiene algún seguro de salud, sea público o privado, de los cuales sólo el 42,1% acceden solo al Seguro Integral de Salud (SIS) y el 34,0%  al Seguro Social (EsSalud) Por otro lado, el 47,0% de la población adulta mayor presenta alguna condición de discapacidad, de los cuales las mujeres representan el 49,8% mientras que en los hombres se presenta en el 44,3%, acentuado en el  área rural 50,2% frente al área urbana con un 45,8%. Las discapacidades se presentan principalmente en los adultos con más de 71 años (30,7%) frente a aquellos que tienen  de 60 a 70 años (16,3%).

· Acceso a bienes y servicios de rehabilitación gratuitos o asequibles;

No se cuenta con información.

· Acceso a esquemas de protección social; y

A febrero de 2019 existen 540,000 personas adultas mayores usuarias del Programa Nacional de Asistencia Solidaria PENSIÓN 65 
 que entrega una subvención económica a adultos mayores de 250 nuevos soles mensuales ($75 aproximadamente).  

Adicionalmente, el 37,0% de personas adultas mayores está afiliado a un sistema de pensiones, el 19,9% a la Oficina de Normalización Previsional (ONP), el 9,9% a las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) y el 4,1% a la Cédula Viva, beneficiándose principalmente los hombres con el 49,4% de afiliaciones, mientras que las mujeres representan el 25,5%. 

· Fin de la vida y cuidados paliativos

No se cuenta con información.

4. Sírvanse proporcionar información sobre la existencia de servicios de cuidado a largo plazo y describir en qué medida promueven la autonomía y la independencia de las personas mayores con discapacidad:

Los servicios de cuidado de larga estancia para personas adultas mayores se prestan a través de Centros de Atención Residencial
 públicos, a cargo del Programa Integral Nacional para el Bienestar Familiar (Inabif) del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP) y de las Sociedades de Beneficencia de las Municipalidades Provinciales.
El 2018, la Defensoría del Pueblo verificó las condiciones en 4 de ellos, cuyos resultados se detallan en el Informe de Adjuntía N° 11-2018-DP/AAE “Aportes para la regulación de los centros de atención residencial para personas adultas mayores”
, siendo los principales problemas identificados: infraestructura inaccesible y condiciones de hacinamiento, personal insuficiente, falta de priorización de la atención de la salud mental, carencia de protocolos y afectación del derecho a la autonomía. En ese sentido, la Defensoría del Pueblo formuló recomendaciones al MIMP, al  Inabif y al Ministerio de Salud logrando dar inicio a un proceso de mejoras en algunos servicios de los centros de atención residencial, la revisión de la normatividad interna de la Unidad de servicios de protección de personas adultas mayores, la revisión de la normatividad interna de la Unidad respectiva, la elaboración de guías y protocolos para la protección de personas adultas mayores en abandono y riesgo social, así como el inicio de acciones concretas respecto a la infraestructura, el potencial humano, documentos e instrumentos de gestión y la prestación de servicios y seguridad. 

5. Sírvanse describir cómo se garantiza el acceso a la justicia a las personas mayores con discapacidad. Sírvase proporcionar información sobre jurisprudencia, quejas o investigaciones en relación con la violencia, el abuso y la negligencia contra las personas mayores con discapacidad

a. Sobre el acceso a la justicia.

El Poder Judicial viene implementado diversas iniciativas para garantizar el acceso a la justicia de las personas adultas mayores y personas con discapacidad, en el marco del Plan Nacional de Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad 2016 -2021. Dicho Plan fue elaborado con la participación de magistrados del Poder Judicial y Ministerio Público, la por el mecanismo de discapacidad que requirió la participación de las organizaciones de sociedad civil, entre otros. 

A través de la Resolución Administrativa N° 010-2018-CE-PJ
 se aprobó el Protocolo de Atención Judicial para Personas con Discapacidad, que establece el acondicionamiento de las sedes judiciales para garantizar la accesibilidad universal de su infraestructura así como accesibilidad en la comunicación y el respeto de la capacidad jurídica. En este documento además se establecen estándares para la atención de personas con discapacidad auditiva, visual, física y mental; que son condiciones que afectan de manera particular a las personas adultas mayores. 

Adicionalmente, con la Resolución Administrativa N° 134-2016-CE-PJ se había ya implementado el sistema de “Alerta Judicial para personas adultas mayores”, a través del cual se les debe brindar atención preferente en los procesos en materias de familia, civil, laboral y penal, cuyo desarrollo progresivo ha sido relevante en aquellas regiones en donde ya se ha implementado. Este sistema identifica con el color ámbar al expediente en el que interviene un litigante que tenga entre 60 y 75 años de edad (a través de su Documento Nacional de Identidad), lo cual significa que tiene derecho a la “atención preferente” en su proceso; y si la persona es mayor de 75 años o tiene además algún tipo de discapacidad, lo identificará con el color rojo como “prioridad en la atención preferente”.

Actualmente, el Poder Judicial viene trabajando en un Protocolo de atención judicial para personas adultas mayores, con estándares de atención judicial frente a la violencia familiar, la negligencia y el abandono, a los problemas del sistema previsional, de seguridad social y contencioso administrativo; procesos con alta presencia de personas adultas mayores.

La Defensoría del Pueblo por su parte viene trabajando con la Oficina de Normalización Previsional, a fin de que se brinden las condiciones necesarias para hacer efectivo el allanamiento del Estado Peruano en los procesos contenciosos administrativos que se encuentren en litigio en el ámbito judicial.

Si bien es cierto, el Poder Judicial ha llevado a cabo iniciativas destinadas a garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, también lo es, que su implementación es progresiva y aún no alcanza a todo el territorio de la República, ni a todas las instancias judiciales. Por otro lado, es importante reconocer que  dentro del sistema de justicia, que incluye a la Policía Nacional del Perú, el Ministerio Público, el Ministerio de Justicia, el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, solo el Poder Judicial ha llevado a cabo medidas concretas para garantizar el acceso de las personas adultas mayores con y sin discapacidad.

b. En relación a la violencia contra personas adultas mayores: 

La Defensoría del Pueblo recibe múltiples casos vinculados a personas adultas mayores en situación de abandono, cuyas condiciones de vulnerabilidad se agravan por presentar una discapacidad física y mental.  Esta problemática ha sido abordada en el Informe de Adjuntía N° 009-2014-DP/AAE “Propuestas para la efectiva protección de los derechos fundamentales de las personas adultas mayores en abandono” en este documento se expuso los obstáculos que se presentaban en la atención de dichos casos, debido a la carencia de procedimientos específicos, e instancias administrativas especializadas.

Con la aprobación de la Ley N° 30490 – Ley de la Persona Adulta Mayor, el abandono es considerado una forma de violencia y se asignó al MIMP (a través de los servicios del Programa nacional de violencia familiar y sexual), la función de otorgar medidas de protección temporal a personas adultas mayores en situación de riesgo, entre ellas, las que se encuentran en abandono; en el marco de la Ley N° 30364 - Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar. 

El Programa nacional contra la violencia familiar y sexual del MIMP, señala que de los casos atendidos en el 2018, el 6.15% corresponden a denuncias de personas adultas mayores, donde los principales agresores son la pareja en violencia económica o patrimonial y los hijos o hijas en violencia psicológica y física.

Al respecto, consideramos que en el contexto peruano las medidas de protección otorgadas judicialmente requieren procesos especiales de tutela frente a la violencia, los cuales siguen siendo lentos debido a la carga procesal. Por otro lado, en estos procesos tampoco se garantiza íntegramente la accesibilidad, ni los ajustes razonables que las personas adultas mayores con discapacidad puedan requerir, entendiendo el acceso a la justicia desde las primeras etapas de la denuncia e investigación tanto en la Policía Nacional del Perú como en los órganos especializados del Programa nacional contra la violencia familiar y sexual. 

En reunión
 sostenida entre el Mecanismo de discapacidad con representantes de organizaciones de personas adultas mayores éstas señalan que existe una cifra oculta de situaciones de violencia familiar hacia ellos, porque los adultos mayores son mucho más renuentes a presentar denuncias contra sus propios hijos, incluso cuando se saben agredidos,  porque temen perjudicarlos.
Adicionalmente, informaron sobre la frecuente situación de violencia que sufren por parte del personal de instituciones públicas (Oficina Nacional de Registro Civil, Oficina Nacional Previsional, Seguro Social EsSalud, bancos, comisarías, municipalidades, entre otras), quienes no tienen la capacitación suficiente sobre el buen trato o el derecho a los ajustes razonables para las personas adultas mayores. Cuando los adultos mayores necesitan realizar trámites administrativos y son quechuahablantes generalmente son ignorados y discriminados o sustituidos en su palabra y voluntad, agravándose esta situación en el caso que tuvieran una discapacidad.

6. Sírvanse proporcionar y describir en qué medida y cómo participan las personas mayores con discapacidad en el diseño, planificación, implementación y evaluación de las políticas relacionadas con el envejecimiento y/o la discapacidad. 

En el Perú no se ha identificado grupos organizados de personas adultas mayores con discapacidad que participen de manera activa y constante en los procesos de toma de decisiones que involucran el diseño y evaluación de políticas públicas relacionadas a este grupo vulnerable. 

Durante, la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-2021 el Ministerio de Justicia convocó a organizaciones de personas adultas mayores a participar en las mesas de trabajo para el diseño de los lineamientos relacionados al objetivo para “Garantizar y promover la autonomía e independencia, mejorando la calidad de vida y el pleno ejercicio de los derechos de las personas adultas mayores, con su participación”. El Mecanismo de Discapacidad solicitó que las organizaciones de  personas con discapacidad también tuvieran una participación activa, la cual se materializó en la mesa de trabajo para “Promover y proteger los derechos humanos de las personas con discapacidad”. Ello evidencia un avance en el reconocimiento de su derecho a la participación y consulta; sin embargo en ambos casos se aprecia que los compromisos del Estado a nivel sectorial no reflejan la magnitud de las demandas de las organizaciones participantes. 

Asimismo, se constata que el Estado no lleva a cabo un trabajo previo para identificar y lograr la participación principalmente de las personas con discapacidad y de sus organizaciones en las demás regiones del país. La preparación de las personas con discapacidad y de sus organizaciones no forman parte de la agenda del proceso de consulta, siendo esto necesario para una participación eficaz en la elaboración de políticas públicas.

Actualmente, si bien se está diseñando un “Plan Nacional de Prevención y Tratamiento del Alzheimer y otras Demencias”, los grupos que participan en este proceso están compuestos por profesionales de la salud, así  como de algunas asociaciones de familiares de personas que tienen esta condición, más no por asociaciones de personas que las representan. El Mecanismo de discapacidad viene participando en su elaboración y solicitando la presencia activa de personas adultas mayores. 

De la reunión sostenida con el Mecanismo de discapacidad, se recogió la información de que existen agrupaciones de personas adultas mayores (no necesariamente personas con discapacidad) que participan de manera activa en acciones de incidencia para mejorar la calidad y acceso de determinados servicios públicos. Por otro lado, son muchas más las asociaciones de personas adultas mayores que buscan crear entornos sociales o espacios para el desarrollo de actividades recreativas, estando conformado mayormente por mujeres, los cuales tienen el respaldo de algunos gobiernos locales. Los adultos mayores varones por su parte, no buscan integrarse a este tipo de asociaciones, por no identificarse con las actividades que allí se realizan, esto determina, que no existan espacios adecuados donde ellos puedan sentirse cómodos e integrados a la sociedad. 

Sobre la participación de asociaciones de personas adultas mayores en la toma decisiones, una investigación de la Pontificia Universidad Católica del Perú
, sostiene que estas asociaciones se consideran maltratadas por las instancias del Estado, ya que  los funcionarios no recogen sus propuestas ni opiniones y que las intervenciones no reflejan sus necesidades, por lo cual, exigen que se les permita una mayor y real participación. En este contexto, es deber del Estado ampliar su nivel de convocatoria para incluir en el proceso de toma de decisiones las observaciones y recomendaciones realizadas por esta población vulnerable, teniendo en cuenta también a las personas que siendo adultas mayores, tienen una discapacidad. 
7. Sírvanse proporcionar información sobre cualquier iniciativa innovadora que se haya tomado a nivel local, regional o nacional para promover y garantizar los derechos de las personas mayores con discapacidad e identificar las lecciones aprendidas. 

El sistema de “Alerta Judicial para personas adultas mayores”, implementado por el Poder Judicial identifica automáticamente a las partes involucradas, emitiendo una alerta en el expediente en el que se encuentra involucrado un adulto mayor o un adulto mayor con discapacidad; únicamente con el número de su documento nacional de identidad-DNI. 

La configuración del sistema informático no requiere mayor gasto presupuestal, pero permite a los operadores de justicia priorizar la atención de  aquellos que no pueden esperar  los extensos plazos procesales de un país  en el que el sistema judicial se encuentra saturado.

Este tipo de sistemas debería implementarse en todos aquellos servicios públicos en los que se lleven a cabo trámites administrativos o brinde citas para servicios de salud.  

� Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI). Situación de la Población Adulta Mayor. Julio – Agosto – Septiembre 2018. Informe Técnico N° 4 - Diciembre 2018. Pág. 12. El texto del documento puede ser consultado en el siguiente enlace:


� HYPERLINK "https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/informe-tecnico-situacion-de-la-poblacionadulta-mayor_dic2018.pdf" �https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/informe-tecnico-situacion-de-la-poblacionadulta-mayor_dic2018.pdf�


� Blouin Cécile, “La situación de la población adulta mayor en el Perú: Camino a una nueva política”. Pucp. 2018. Pág. 13


� Resolución Administrativa Nº 046-2019-CE-PJ “Reglamento de Transición al Sistema de Apoyos en Observancia al Modelo Social de la Discapacidad” publicado en el diario oficial el Peruano el 12 de febrero del 2019.


� De acuerdo al artículo 65 del reglamento de la Ley Nº 29973, LGPD, en el ámbito del Sistema nacional de pensiones –SNP, debe tener como mínimo 55 años de edad y acreditar un mínimo de 20 años de aportación. Y, en el caso del Sistema Privado de Administración de Fondos de Pensiones –SPP, deben contar como mínimo con 55 años de edad y la pensión calculada en el SPP debe ser igual o superior al 30% del promedio de remuneraciones o ingresos percibidos y rentas declaradas durante los últimos 120 meses.


�  Ley N° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad, artículo 86. Designa como mecanismo independiente encargado de promover, proteger y supervisar la aplicación en el Estado peruano de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, vigente en el Perú desde el 3 de mayo del 2008.


6 Comité de los derechos de las personas con discapacidad. Observación general núm. 6 (2018) Sobre la igualdad y la no discriminación. 26 de abril del 2018. CRPD/C/GC/ 6


� Código Penal, artículo 323: Discriminación e incitación a la discriminación El que, por sí o mediante terceros, discrimina a una o más personas o grupo de personas, o incita o promueve en forma pública actos discriminatorios, por motivo racial, religioso, sexual, de factor genético, filiación, edad, discapacidad, idioma, identidad étnica y cultural, indumentaria, opinión política o de cualquier índole, o condición económica, con el objeto de anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos de la persona, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos años, ni mayor de tres o con prestación de servicios a la comunidad de sesenta a ciento veinte jornadas


� Artículo 46. Circunstancias de atenuación y agravación


2. Constituyen circunstancias agravantes, siempre que no estén previstas específicamente para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho punible, las siguientes:


 (…) d) Ejecutar el delito bajo móviles de intolerancia o discriminación, tales como el origen, raza, religión, sexo, orientación sexual, identidad de género, factor genético, filiación, edad, discapacidad, idioma, identidad étnica y cultural, indumentaria, opinión, condición económica, o de cualquier otra índole."


 (…) n) Si la víctima es un niño o niña, adolescente, mujer en situación de especial vulnerabilidad, adulto mayor conforme al ordenamiento vigente en la materia o tuviere deficiencias físicas, sensoriales, mentales o intelectuales de carácter permanente o si padeciera de enfermedad en estado terminal, o persona perteneciente a un pueblo indígena en situación de aislamiento y contacto inicial.


� Código de Protección y Defensa del Consumidor, Artículo 38. Prohibición de discriminación de consumidores. 38.1 Los proveedores no pueden establecer discriminación alguna por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole, respecto de los consumidores, se encuentren estos dentro o expuestos a una relación de consumo


� Blouin Cécile. “La situación de la población adulta mayor en el Perú: Camino a una nueva política”.  Pontificia Universidad Católica del Perú, 2018, Pág. 19. 


� Blouin Cécile. “La situación de la población adulta mayor en el Perú: Camino a una nueva política”.  Pontificia Universidad Católica del Perú, 2018, Pág. 91.


� INEI PERÚ: Tasa de analfabetismo de mujeres y hombres de 15 y más años de edad, según ámbito geográfico.  https://www.inei.gob.pe/estadisticas/indice-tematico/sociales/


� INEI. Informe Técnico N° 01 Marzo 2018. “Condiciones de vida en el Perú”. 


https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/01-informe-tecnico-n01_-condiciones-de-vida-oct-nov-dic2017.pdf


�  INEI, Perfil socio demográfico, 2017 “Características de hogar”. Pag. 385 INEI. 


https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/publicaciones_digitales/Est/Lib1539/cap06.pdf


� INEI, Informe Técnico N° 02 Junio 2018, pág. 03. “Estadísticas de las tecnologías de la información y comunicación en los hogares”.  https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/01-informe-tecnico-n02_tecnologias-de-informacion-ene-feb-mar2018.pdf


� INEI, Informe Técnico N° 02 Junio 2018, pág. 09. “Estadísticas de las tecnologías de la información y comunicación en los hogares”.  https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/01-informe-tecnico-n02_tecnologias-de-informacion-ene-feb-mar2018.pdf


� Ley N° 29773 Ley  General de las Personas con Discapacidad. Artículo 8. Derecho a la igualdad y no discriminación 8.2 Es nulo todo acto discriminatorio por motivos de discapacidad que afecte los derechos de las personas. Se considera como tal toda distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de uno o varios derechos, incluida la denegación de ajustes razonables


�  � HYPERLINK "http://www.conadisperu.gob.pe/wp-content/uploads/2016/07/NORMA-TECNICA-AJUSTES-RAZONABLES.pdf" �Resolución Ministerial N° 127-2016-TR�, que aprueba la Norma técnica para el diseño, implementación y ejecución de ajustes razonables para el empleo de personas con discapacidad en el sector privado publicado en el diario oficial  “El Peruano” el 29.06.16 


� Decreto Legislativo Nº 1417, Decreto Legislativo que promueve la inclusión de las personas con discapacidad, que modifica los artículos 1, 2 y 3 de la Ley N° 30119, Ley que concede el Derecho de Licencia al Trabajador de la Actividad Pública y Privada para la Asistencia Médica y la Terapia de Rehabilitación de Personas con Discapacidad


Artículo 1. Objeto de la Ley


La presente Ley tiene por objeto establecer el derecho de los trabajadores y trabajadoras de la actividad pública y privada a gozar de licencia para la asistencia médica y la terapia de rehabilitación que requieran sus hijos o hijas menores con discapacidad y menores con discapacidad sujetos a su tutela. 


Dicha licencia es otorgada también a los trabajadores y trabajadoras designados/as como apoyo de una persona mayor de edad con discapacidad, conforme al Código Civil, y que se encuentran en condición de dependencia.


� Decreto Legislativo N° 1384, Decreto Legislativo que reconoce y regula la capacidad jurídica de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones. 


� Blouin Cécile. “La situación de la población adulta mayor en el Perú: Camino a una nueva política”.  Pontificia Universidad Católica del Perú, 2018, Pág. 104


� Resolución Directoral N° 02-2019-MIDIS/P65-DE del 06.02.2019. https://www.pension65.gob.pe/nuestros-usuarios/padron-de-usuario/


� INEI. Informe Técnico “Situación de la Población Adulta Mayor” N° 1 Marzo del 2019. 


https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/01-informe-tecnico-n01_adulto-oct-nov-dic2018.pdf


� Artículo 13, inciso a de la Ley N° 30490 – Ley de la Persona Adulta Mayor


� El documento puede ser consultado en el siguiente enlace: 


https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/10/Informe-de-Adjuntia-No-011-2018-DP-AAE.pdf


� Publicado en el Diario Oficial El Peruano el 20.01.2018


� Observatorio nacional de la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar. 


https://observatorioviolencia.pe/violencia-hacia-las-personas-adultas-mayores/


� Reunión llevada a cabo con representantes de 8 organizaciones de personas adultos mayores el 20 de marzo del 2019 con la finalidad de recibir información con relación a los temas planteados.


� Blouin Cécile. “La situación de la población adulta mayor en el Perú: Camino a una nueva política”.  Pontificia Universidad Católica del Perú, 2018, Pág. 101
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